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Abajo: Cuatro líderes indígenas, incluido Edwin Chota, fueron asesinados recientemente por supuestos 
madereros ilegales. La comunidad de Alto Tamaya-Saweto sigue luchando para que se reconozcan sus 
derechos sobre la tierra en la Amazonia peruana. © Emory Richey.

RESUMEN EXECUTIVO

Perú se convertirá en el centro de atención 
mundial en diciembre, cuando los gobiernos 
de 195 países1 se reúnan en su capital, Lima, 
para la Convención de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático 2014. Mientras 
los delegados negocian un acuerdo global 
con el objetivo de evitar un cambio climático 
catastrófico, en Perú y el resto del mundo se 
está gestando una crisis paralela en materia 
de derechos humanos: un número cada vez 
mayor de personas en la vanguardia de la 
lucha por proteger el medio ambiente están 
siendo asesinadas.

Los recientes asesinatos del líder indí-
gena peruano Edwin Chota y tres de sus 
compañeros, quienes murieron tratando de 
defender sus tierras en la Amazonia de la tala 
ilegal, forman parte de una tendencia global 
de delitos violentos contra activistas. Un estu-
dio de Global Witness publicado este mismo 
año muestra que, de media, dos activistas 
ambientales y de la tierra son asesinados  
cada semana en el mundo,2 una tasa que 
ha ido en aumento en los últimos años. Los 
gobiernos no están haciendo lo suficiente 
para ponerle fin.

En un momento en el que la demanda 
mundial de recursos naturales se intensifica, 
cada vez más gente común se ve obligada 
a defender sus derechos sobre la tierra y 
el medio ambiente de los abusos por parte 
de las grandes corporaciones y los estados. 
Muchos de los asesinatos tienen su origen en 
conflictos en torno a la propiedad y el uso de 
la tierra, estrechamente relacionados, concre-
tamente, con el aumento de las actividades de 
minería y tala. Se calcula que un 93 por ciento 
de los proyectos de extracción y agrícolas 
tienen lugar en tierras ya habitadas.3 Nuestro 
estudio concluyó que Perú es el cuarto país 
más mortal del mundo para los defensores 
ambientales y de la tierra, solo por detrás de 
Brasil, Honduras y Filipinas. Entre 2002 y 
2014, al menos 57 activistas fueron asesina-
dos en Perú4 (más de la mitad, en los últimos 
cuatro años).

En pocos países es tan evidente la impor-
tancia del papel desempeñado por líderes 
como Edwin Chota en la lucha para evitar 
la destrucción del medio ambiente como 
en Perú. El país cuenta con una superficie 
aproximada de bosque tropical del tamaño 
de Noruega y Alemania.5 La destrucción de 
los bosques tropicales en todo el mundo es 
una de las principales fuentes de emisiones 
que contribuyen al cambio climático, y las 
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tasas de deforestación en Perú se duplicaron 
en 2012 con respecto a las del año anterior,6 lo 
que representa casi la mitad de sus emisiones 
anuales de gases de efecto invernadero.7

Los Bosques de Perú son el hogar de más de 
300.000 indígenas,8 como el grupo Ashéninka 
de Chota, que reclama sus derechos sobre las 
tierras que tradicionalmente han ocupado. La 
materialización de los derechos sobre la tierra 
de los indígenas ha demostrado ser una de las 
formas más eficaces de frenar la deforestac-
ión,9 pero las comunidades no están recibi-
endo el apoyo y la protección que necesitan. 
Actualmente existen reclamaciones sobre 
más de 20 millones de hectáreas de tierras in-
dígenas reclamadas en la Amazonia peruana 
que siguen pendientes de resolución por parte 
del gobierno.10

Aunque Perú ha adoptado compromisos 
para proteger su bosque manifestando su 
intención de reducir la deforestación neta a 
cero antes de 2021 y firmando recientemente 

RECOMENDACIONES 
El gobierno de Perú debería:

• Implementar y respetar todas las disposi-
ciones recogidas por la Declaración sobre 
los Defensores de los Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas,16 la resolución de 
la Organización de los Estados America-
nos sobre los Defensores de los Derechos 
Humanos17 y las leyes nacionales relevantes 
para proteger a los defensores de los  
derechos humanos y el medio ambiente 
como Edwin Chota, y exigir justicia a 
quienes lleven a cabo actos violentos y  
de intimidación. 

• Revocar la ley 30151, que debilita la 
protección de los manifestantes pacíficos 
ampliando la inmunidad de las agencias 
de seguridad de Perú para hacer uso de la 
fuerza en determinadas situaciones. 

• Procesar las reclamaciones sobre tierras 
indígenas, que cubren más de 20 millones 
de hectáreas de bosques, y reconocer los 
derechos de las comunidades indígenas de 
Perú tal y como contempla la Declaración 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
de las Naciones Unidas. 

• Mejorar los esfuerzos coordinados de apli-
cación de las leyes para hacer frente a la tala 
ilegal en el sector forestal, asignando más 
recursos a la Comisión Multisectorial de 

Lucha contra la Tala Ilegal (CMLTI) y a las 
fiscalías regionales para el medio ambiente. 

• Investigar los vínculos entre funcionar-
ios públicos presuntamente corruptos y 
madereros ilegales en Ucayali, y emprender 
acciones legales cuando se identifiquen 
casos de corrupción. 

• Revocar la ley 30230,18 que socava los 
procesos y la autoridad de las instituciones 
de protección ambiental de Perú y prioriza 
las inversiones en el sector agrícola y de la 
extracción por encima de las reclamaciones 
indígenas pendientes sobre la tierra, así 
como fortalecer y asignar los recursos nece-
sarios al Servicio Nacional de Certificación 

Ambiental para las Inversiones Sostenibles 
(SENACE), organismo encargado de mejo-
rar el marco del sistema de las evaluaciones 
del impacto ambiental en Perú.19 

Teniendo en cuenta estas recomendaciones, 
la comunidad internacional debería exigir 
públicamente al Gobierno peruano que 
garantice la protección de los defensores am-
bientales y de la tierra, lleve a los criminales 
ante la justicia y refuerce los procedimien-
tos y políticas de derechos sobre la tierra y 
ambientales del país en la antesala de la 20a 
Convención de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático en Lima.

un acuerdo por valor de 300 millones de 
dólares con el Gobierno de Noruega para 
apoyar sus ambiciones,11 no se lograrán 
progresos a menos que se haga frente a los 
problemas subyacentes de gobernanza que 
acucian al sector forestal. Entre los princi-
pales problemas están la falta de aplicación 
de las leyes, la tala ilegal no controlada, la 
inseguridad con respecto a la propiedad de la 
tierra y la corrupción. El valor de la tala ilegal 
es 1,5 veces el de las exportaciones madereras 
legales en Perú,12 mientras que la corrupción 
entre los funcionarios públicos es endémica 
en la región amazónica.13 Otras amenazas a la 
protección forestal por parte de proyectos de 
infraestructuras y minería se derivan de unos 
procesos de toma de decisiones con tendencia 
al secretismo y la falta absoluta de consulta 
con las comunidades afectadas.14

Los recientes movimientos por parte del 
gobierno de Perú para debilitar la legislación 
ambiental y de derechos sobre la tierra15 han 
hecho que el peligro para los activistas vaya 
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PERÚ BAJO LA LUPA 
Perú es el cuarto país más mortal del mundo 
para los defensores ambientales y de la tierra. 
Según el análisis más reciente de Global Wit-
ness, al menos 57 de estos activistas fueron 
asesinados entre 2002 y la actualidad, y el 
60 por ciento de estos asesinatos tuvo lugar 
en los últimos cuatro años.* La mayoría de 
estas muertes tuvieron su origen en conflic-
tos relacionados con proyectos de minería.21 
El fracaso de Perú a la hora de afrontar 
adecuadamente los agravios de la comunidad 
relacionados con las presiones crecientes 
del sector de la minería ha desembocado en 
muchos casos en violencia contra aquel-
los que se manifiestan. Por ejemplo, cinco 
manifestantes fueron asesinados en la región 
de las tierras altas de Cajamarca en 2012 en 
enfrentamientos con la policía derivados de 
la preocupación generada porque una mina 
afectase al suministro local de agua.22

Las tendencias recientes en el conflicto por 
los recursos naturales de Perú apuntan al 
sector forestal. La falta de atención mostrada 
por el gobierno para resolver los problemas 
de la tala ilegal y la inseguridad en torno a la 
propiedad de la tierra ha dado lugar a un au-
mento de la violencia contra las comunidades 

indígenas. En 2013, el notorio asesinato de 
Mauro Pío Peña, un líder indígena que se 
manifestó en contra de la tala ilegal, atrajo la 
atención sobre estos problemas de gobernan-
za forestal.23 A este le siguieron en septiembre 
de 2014 los asesinatos de Edwin Chota y de 
tres miembros de la comunidad Ashéninka, 
todos ellos activistas ambientales indígenas, 
a manos de presuntos madereros ilegales.24 
Chota y sus compañeros denunciaron per-
sistentemente la tala ilegal en su región de la 
Amazonia peruana, Ucayali. Su comunidad 
lleva luchando por el reconocimiento legal de 
sus derechos sobre tierras que pertenecieron 

Mientras los líderes mundiales se prepa-
ran para reunirse en la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 
en Lima en diciembre para debatir acuerdos 
mundiales con el fin de reducir las emisiones 
de gases de efecto invernadero, gente común 
está siendo atacada y asesinada por defend-
er sus tierras y su entorno de las crecientes 
amenazas. En abril de 2014, el informe de 
Global Witness Deadly Environment manifes-
taba que entre 2002 y 2013 se produjeron, que 
se sepa, 908 asesinatos de activistas en todo el 
mundo.20 El número de asesinatos atribuidos 
a la protección del medio ambiente y la tierra 
está sujeta a revisiones a medida que se van 
recopilando más datos, pero va claramente 
en aumento con tres veces más asesinatos 
en 2012 que en cualquiera de los 10 años 
anteriores. Latinoamérica y Asia-Pacífico son 
las regiones más afectadas, y los grupos indí-
genas los más afectados. En muchos casos, los 
derechos sobre la tierra de los indígenas no 
están reconocidos por la ley ni en la práctica, 
lo que deja a las comunidades vulnerables a la 

explotación por parte de poderosos intereses 
económicos que las tachan de «oponerse al 
desarrollo».

Esta crisis no recibe la atención que debería 
y los esfuerzos por abordarla son claramente  
inadecuados. La falta de seguimiento 
sistemático implica que la información de 
dominio público relativa a la violencia contra 
defensores ambientales y de la tierra sea 
difícil de encontrar y aún más difícil de  
verificar. Los intentos de Global Witness  
por cuantificar el número total de víctimas 
mortales deberían considerarse un cálculo 
conservador. Es probable que esta opacidad 
sea tanto una causa como un efecto de la 
cultura de la impunidad que rodea a estas 
muertes. Asombrosamente, solo un uno por 
ciento de los casos documentados acabó en 
condena. Los gobiernos nacionales y sistemas 
judiciales están fallando a sus ciudadanos.

Arriba: La Convención de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático en Lima atraerá 
la atención mundial sobre la trayectoria de Perú en materia ambiental y de derechos 
humanos. © Marcos González Valdés.

a sus ancestros y exigiendo al gobierno que 
cumpla su promesa de otorgar títulos for-
males de los territorios indígenas desde 2002.

Estas muertes son un sombrío reflejo de los 
problemas que acucian al sector forestal y de 
la minería de Perú, cuestionando el nivel de 
compromiso del gobierno con los derechos 
humanos internacionales y el medio ambi-
ente antes de la convención de diciembre y 
exigiendo atención a los esfuerzos por abor-
dar estos problemas una vez finalizada dicha 
convención.

en aumento. Antes de su muerte, Edwin Chota 
exigió en repetidas ocasiones que se recono-
cieran los derechos de su comunidad sobre la 
tierra y que el gobierno tomara medidas para 
evitar la tala ilegal, pero sus peticiones fueron 
desoídas. A menos que se haga más para abor-
dar los factores subyacentes que desembo-
caron en la muerte de Chota y la impunidad 
de quienes están detrás de este asesinato, 
los líderes ambientales como él seguirán 
estando en peligro. La celebración en Perú de 
la Convención de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático el próximo mes representa 
una oportunidad para que el país demuestre 
su nivel de compromiso con los derechos hu-
manos y el medio ambiente, ya que las vidas 
de los ciudadanos que protegen sus tierras y 
el medio ambiente podrían depender de ello. 
Perú debe aprovechar esta oportunidad: tanto 
el gobierno como sus políticas serán el centro 
de la atención internacional en diciembre y el 
país no debe regresar a las sombras una vez se 
apaguen las luces.

Número de  
asesinatos conocidos  
de defensores 
ambientales y  
de la tierra en  
Perú por año.

Enfrente: Los recientes asesinatos de defensores ambientales y de la tierra en Perú están 
relacionados con la lucha contra la tala ilegal. © Getty

*En abril de 2014 denunciamos 58 asesinatos conocidos de defensores ambientales y de la tierra en Perú. La nueva cifra de 57 incluye asesinatos hasta la fecha de publicación de este informe, y el cambio se debe a la exclusión de 
ciertos casos que no cumplían nuestros estrictos criterios tras una investigación. Debido a los bajos niveles de denuncias de asesinatos y a la falta de datos oficiales, con frecuencia salen a la luz nuevos casos históricos, y las cifras 
existentes también están sujetas a revisión a la luz de información emergente. La trayectoria histórica de los asesinatos está aumentando claramente, pero las cifras pueden variar a corto plazo debido al escrutinio actual.
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En toda Latinoamérica, el respeto por los 
derechos de los indígenas sobre sus tierras 
ha demostrado ser una de las formas más 
eficaces de reducir la deforestación.25 Con 
todo, el Gobierno peruano ha sido duramente 
criticado por la mayor red indígena del país, 
AIDESEP, por su fracaso a la hora de priorizar 
el procesamiento de más de 20 millones de 
hectáreas pendientes de títulos de propiedad 
en la Amazonia.26 Mientras que una «carta de 
intención» de 300 millones de dólares con el 
Gobierno de Noruega esboza medidas para 
acelerar el proceso, aún está por ver hasta qué 
punto se compromete el gobierno de Perú 
en hacer frente a este problema. Los grupos 
indígenas del país han advertido que para 

que el acuerdo con Noruega tenga éxito, Perú 
debe mejorar antes su «política y prácticas 
forestales y su actitud hacia los derechos de 
los pueblos indígenas».27

Las muertes de Chota y otros tres líderes 
Ashéninka ponen de manifiesto el peligro 
que entraña luchar por los derechos sobre 
la tierra de los indígenas. Garantizar la 
propiedad de los territorios indígenas no solo 
sería una señal del compromiso por parte 
de Perú para frenar la pérdida de bosques, 
sino también de su deseo de confrontar los 
problemas de gobernanza que desemboca-
ron en los asesinatos de estos activistas. Por 
desgracia, la aprobación de la ley 30230 en el 

Congreso en julio de 2014 suscita serias dudas 
sobre este compromiso, ya que dicha ley 
amplía los derechos de uso de la tierra de los 
inversores para la expansión de la agricultura 
a gran escala, la minería, la tala y proyectos 
de infraestructuras.28 Grupos de la sociedad 
civil han subrayado la potencial amenaza que 
esta ley representa para las tierras indígenas, 
dado que el 72 por ciento de las comunidades 
indígenas sigue sin ver reconocidos sus 
derechos a los territorios que han ocupado 
tradicionalmente.29

AMENAZAS A LA 
PROTECCIÓN FORESTAL
Las vastas bosques de Perú se enfrentan a 
amenazas crecientes derivadas de proyectos 
de tala, minería e infraestructuras. Perú cuen-
ta con 73 millones de hectáreas de bosque que 
cubren el 57 por ciento de su superficie ter-
restre,30 la cuarta mayor superficie de bosque 
tropical del mundo.31 La deforestación en Perú 
representa casi la mitad de sus emisiones de 
gases de efecto invernadero,32 con la tasa de 
destrucción creciendo más del doble entre 
2011 y 2012 hasta 246.000 hectáreas al año.33 
El aumento de la ilegalidad,34 la corrupción35 
y las debilidades institucionales en todo el 
sector forestal36 hacen que Perú y sus socios 
internacionales se enfrenten a una desalenta-
dora lucha por cumplir las promesas realiza-
das de mejorar la situación.

En respuesta a estas amenazas, en la 
Convención contra el Cambio Climático 
de Copenhague de 2009 Perú anunció su 
intención de reducir la deforestación neta a 
cero para 2020. Al año siguiente, el gobierno 
lanzó el Programa Nacional de Conservación 
de Bosques para la Mitigación del Cam-
bio Climático, que aspiraba a conservar 
54 millones de hectáreas de bosques.37 El 
reciente acuerdo con Noruega tiene por objeto 
cumplir estos compromisos aportando 300 
millones de dólares para hacer frente a la 
pérdida de bosques en la Amazonia además 
de formalizar los títulos sobre la tierra de los 
pueblos indígenas.38 Sin embargo, para que 
este apoyo resulte efectivo Perú debe respetar 
los derechos indígenas y revocar el reciente 
debilitamiento de las protecciones legales de 
los derechos humanos y el medio ambiente. 
La implementación de medidas diseñadas 
para mejorar la gobernanza forestal debería 
ser eficaz y contar con los recursos adecuados. 
Por desgracia, hasta la fecha la ejecución de la 

ley en la Amazonia peruana ha sido triste-
mente inadecuada, y un claro ejemplo de esto 
son las tasas incontroladas de tala ilegal.

La ilegalidad desenfrenada de la industria 
maderera en Perú ilustra la escala de los 
problemas de gobernanza del país. En 2003, 
la OIMT (Organización Internacional de las 
Maderas Tropicales) calculó que la tala ilegal 
representaba entre un 70 y un 90 por ciento 
del comercio.39 Pruebas recientes indican que 
poco ha cambiado. Por ejemplo, un análisis 
independiente reciente del sector maderero 
de Perú reveló que más de dos tercios de las 
concesiones madereras inspeccionadas por el 
gobierno entre 2005 y 2012 podrían infringir 

seriamente la ley.40 El estudio concluyó que 
«los permisos de tala basados en planes oper-
ativos anuales falsificados se usan extensiva-
mente para la explotación maderera de zonas 
no autorizadas».41

Un informe de 2012 de la Agencia de In-
vestigación Ambiental (EIA por sus siglas en 
inglés) fue aún más allá en sus acusaciones, 
sugiriendo que la corrupción y la ilegalidad 
son la norma y no la excepción en la industria 
maderera peruana.42 El informe subrayaba los 
peligros a los que se enfrentan quienes tratan 
de cambiar el sistema, destacando el riesgo 
de ataques físicos.43 A pesar de estos fallos 
en gobernanza forestal, Perú recientemente 

Con la aprobación de la ley 30230 se revocó 
la autoridad del Ministerio del Ambiente 
para designar tierras protegidas exentas de 
actividad industrial.48 Esto tiene serias im-
plicaciones para 20 millones de hectáreas de 
terreno indígena en la Amazonia que siguen 
pendientes de recibir títulos de propiedad, 
ya que es probable que la ley permita más ac-
tividades extractivas en territorios indígenas. 
Asimismo, esta ley reduce el tiempo asignado 
a la evaluación de los estudios de impacto 
ambiental de proyectos extractivos. Las 
ONG internacionales han destacado que esto 
representa una contravención del Tratado 
de Libre Comercio entre EE. UU. y Perú, que 
prohíbe a ambas partes «debilitar o reducir 
las protecciones recogidas en sus respectivas 
leyes ambientales».49

Muchos de los asesinatos de defensores 
ambientales y de la tierra en Perú se atribuyen 
a conflictos entre comunidades locales y 
proyectos extractivos, siendo la oposición a la 
minería el principal foco de violencia contra 
activistas. Este problema solo se intensificará 
con el debilitamiento de la legislación ambi-
ental encarnado por la ley 30230 en vista de 
los esfuerzos para aumentar las inversiones 
en el sector de la minería.50

Otras medidas legales han contribuido a la 
erosión de las protecciones para los activistas. 
La reciente aprobación de la ley 3015151 afecta 
al derecho a manifestarse pacíficamente, otor-
gando a los miembros de las fuerzas armadas 
y la policía nacional ciertas exenciones de 
responsabilidad penal si causan daños (o 

Presuntos autores de asesinatos conocidos de defensores 
ambientales y de la tierra en Perú entre 2002 y la actualidad

17%

56%

27%

incluso la muerte) estando de servicio.52 Esta 
ley ha sido denunciada por Amnistía Inter-
nacional como un peligroso revés en la lucha 
contra la impunidad y las violaciones de los 
derechos humanos.53

En lugar de reforzar las protecciones legales 
de los derechos sobre la tierra de los indígenas 
y el medio ambiente, Perú parece estar mov-
iéndose en la dirección opuesta. El gobierno 
debe adoptar medidas inmediatas para revo-
car leyes regresivas como la 30230 y la 30151 
si pretende avanzar hacia la mejora de los 
derechos humanos y frenar la deforestación.

UNAS LEYES REGRESIVAS PODRÍAN  
PROVOCAR MÁS CONFLICTOS Y VIOLENCIAAbajo: A pesar de los compromisos gubernamentales de frenar la pérdida de bosque, la 

tasa de deforestación de Perú se duplicó entre 2011 y 2012. © Getty/National Geographic.

VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS  
DE LOS INDÍGENAS SOBRE SUS TIERRAS

AMENAZAS A LA PROTECCIÓN FORESTAL

anunció planes para 5 millones adicionales 
de hectáreas de concesiones madereras,44 po-
tencialmente exacerbando una situación que 
ya resulta inmanejable de por sí. Perú debe 
adoptar medidas sistémicas para mejorar 
los esfuerzos de aplicación de las leyes en el 
sector forestal, por ejemplo asignando más re-
cursos a la Comisión Multisectorial de Lucha 
contra la Tala Ilegal (CMLTI) y a las fiscalías 
regionales para el medio ambiente.

Otras importantes amenazas a la protección 
forestal en Perú, como los proyectos de in-
fraestructuras y minería a gran escala, se han 
visto espoleadas por un proceso inadecuado 

de toma de decisiones, por la falta de consulta 
y por los conflictos. Investigaciones de Global 
Witness en 2012, destapó un caso de corrup-
ción a nivel local relacionado con la carretera 
de Purús, un proyecto que habría vulne-
rado las leyes del país relativas a parques 
nacionales y zonas protegidas para pueblos 
indígenas «en aislamiento voluntario».45 En 
Bagua, también en la Amazonia peruana, 
al menos 32 personas fueron asesinadas en 
junio de 2009 durante enfrentamientos entre 
la policía y manifestantes que se oponían a 
las leyes propuestas, que habrían facilitado el 
acceso de las compañías mineras a terrenos 
indígenas46 y sobre las que las comunidades 
indígenas nunca fueron consultadas.47

A menos que el gobierno de Perú tome me-
didas para abordar estos problemas subya-
centes de gobernanza, sus compromisos con 
la preservación forestal y la mitigación del 
cambio climático seguirán incumplidos, y las 
vidas de los integrantes de las comunidades 
que intentan proteger su tierra y sus bosques 
seguirán en peligro.

Contenido
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En septiembre de 2014, en la remota región 
amazónica de Ucayali en Perú, cuatro líderes 
Ashéninka (Edwin Chota Valera, Leoncio 
Quincima Meléndez, Jorge Ríos Pérez y 
Francisco Pinedo) desaparecieron mientras 
viajaban a Brasil para una reunión sobre cómo 
abordar la crisis de la tala ilegal en la región.54 
Días después se encontraron sus cuerpos, 
asesinados a tiros por presuntos madereros 
ilegales.55 Sus asesinatos son sintomáticos 
de problemas mayores de gobernanza en la 
región de Ucayali: el fracaso del gobierno en 

reconocer los derechos de los indígenas sobre 
las tierras que tradicionalmente han ocupado, 
un problema contra el que Chota y otros 
líderes indígenas llevaban luchando más de 
una década; el incumplimiento de las leyes 
y la corrupción generalizada, que permite 
que la tala ilegal campe a sus anchas en la 
Amazonia peruana; y los vacíos en la capaci-
dad institucional y los recursos para afrontar 
adecuadamente estos problemas.

La lucha de la comunidad 
de Alto Tamaya-Saweto

Frente a la inacción y la corrupción del 
gobierno, Edwin Chota y otros líderes 
Ashéninka lucharon para proteger las tierras 
ancestrales de su comunidad de Alto Tama-
ya-Saweto, un grupo de 33 familias Ashéninka 
que viven en la región de Ucayali cerca de la 
frontera con Brasil. Durante décadas, el pueb-
lo Ashéninka del río Alto Tamaya ha vivido de 
forma tradicional dedicado a la caza, la pesca 
y la agricultura y la tala a pequeña escala.71 No 
obstante, la comunidad lleva un largo tiempo 
siendo el blanco de madereros ilegales que 
buscan valiosas especies como la caoba.72 
En una entrevista de 2013 con National Geo-
graphic, Edwin Chota resaltó los peligros que 
representan los madereros ilegales, apuntan-
do a las condiciones que acabarían por rodear 
su muerte: «Nos amenazan. Nos intimidan. 
Son ellos quienes tienen las pistolas».73

La lucha de la comunidad de Chota es 
representativa de los problemas que aquejan 
la región de la Amazonia peruana. En 2002, el 
gobierno de Perú cedió gran parte del bosque 
amazónico del país a compañías en forma 

El asesinato de cuatro líderes indígenas a 
manos de presuntos madereros ilegales

Arriba: Las comunidades indígenas en la Amazonia peruana, como la de Alto 
Tamaya-Saweto, siguen esperando a que más de 20 millones de hectáreas de su tierra 
sean oficialmente reconocidas. © Emory Richey.

Abajo: En septiembre de 2014, Jorge Ríos Pérez fue asesinado junto con Chota y dos 
hombres más de camino a Brasil para debatir sobre la crisis de tala ilegal de la región. 
© Emory Richey.

En 1996, la tala ilegal en la cuenca del río 
Tamaya, hogar de la comunidad de Chota de 
Alto Tamaya- Saweto, estaba tan extendida 
que el gobierno peruano prohibió la extrac-
ción maderera en toda la cuenca.80 Sin em-
bargo, la tala ilegal continuó y las autoridades 
hicieron caso omiso de las repetidas quejas 
de su comunidad.81 Para 2004, los madereros 
ilegales peruanos ya habían entrado en el 
vecino territorio indígena de Apiwtxa en 
Brasil, donde algunos fueron detenidos por el 
ejército brasileño y la agencia de protección 
ambiental IBAMA.82 Un joven Ashéninka de 
Alto Tamaya- Saweto, que había advertido 
a sus familiares indígenas brasileños de las 
incursiones de los madereros, fue disparado 
en el bosque por atacantes desconocidos.83 
Se sospecha que esos mismos madereros 
trataron de sobornar a Edwin Chota con 
10.000 dólares para hacerle cejar a él y a su 
comunidad en su empeño por poner fin a la 
tala ilegal.84

Chota advirtió en repetidas ocasiones a las 
autoridades regionales y nacionales de las 
múltiples amenazas recibidas por él y por 
las familias de Alto Tamaya-Saweto. Pidió al 
gobierno protección para él y su familia en 
2005 debido a las continuas amenazas de los 
madereros, pero no recibió respuesta alguna.85 
Un año después, Chota denunció al maderero 
ilegal Manuel Ríos Pezo por amenazar a 
líderes indígenas locales, pero una vez más  
no se hizo nada al respecto.86

Durante un periodo de varios años, Chota 
se unió a otros grupos Ashéninka de Perú 

y Brasil para denunciar actividades de tala 
ilegal.87 En 2012, puso una denuncia formal 
ante el fiscal ambiental de Pucallpa, la capital 
de Ucayali, pero esta fue archivada.88 Al año 
siguiente, Chota puso otra denuncia policial 
con los nombres y fotografías de madereros 
ilegales y georreferenció las ubicaciones de 
sus actividades.89 El nuevo fiscal ambiental 
de Ucayali, Francisco Berrospi, empezó a 
tomarse en serio el caso, pero fue repen-
tinamente sustituido por lo que él llamó 
la «mafia» maderera local.90 Dos de los 
madereros ilegales citados en la denuncia 
policial de Edwin Chota de 2013 están ahora 
en la cárcel, acusados de asesinarlo a él y a sus 
compañeros activistas.91

Tras los asesinatos, el presidente de Perú 
Ollanta Humala prometió una investigación 
exhaustiva en torno a estas muertes.92 Un 
artículo de prensa reciente sugiere, no ob-
stante, que esta investigación se ha paral-
izado por falta de recursos.93 Las personas 

responsables de estos crímenes siguen en 
libertad, y las viudas de los fallecidos no han 
podido regresar a su comunidad por miedo a 
represalias. El gobierno de Perú finalmente 
ha iniciado el proceso de titulación de Alto 
Tamaya- Saweto,94 y ha prometido invertir el 
equivalente a 300.000 dólares en proyectos de 
desarrollo para la comunidad,95 pero quedan 
en el aire muchas preguntas acerca de por 
qué hicieron falta que murieran cuatro líderes 
indígenas para que comenzara este proceso y 
se persiguiera a los madereros ilegales.

En la actualidad hay más de 20 millones 
de hectáreas pendientes de recibir títulos 
de propiedad en la Amazonia peruana. Perú 
debe priorizar la titulación de estos territorios 
indígenas, y las personas que están detrás del 
negocio de la madera ilegal deben ser llevados 
ante la justicia. Los ataques solo disminuirán 
una vez que los responsables se den cuenta de 
que la ley no está de su parte.

Abajo: Antes de ser asesinado, Edwin Chota denunció numerosas amenazas de madereros 
ilegales a las autoridades. © Emory Richey.

La lucha de Edwin Chota  
contra la tala ilegal

de concesiones forestales sin reconocer a 
los pueblos que allí vivían.74 La comunidad 
de Alto Tamaya-Saweto vio cómo se cedían 
66.000 hectáreas de su bosque en forma 
de concesiones forestales.75 En un intento 
por proteger sus bosques, en julio de 2002 
la comunidad solicitó formalmente que el 
gobierno reconociera sus tierras y les otorgara 
títulos de propiedad.76

En 2003, Alto Tamaya-Saweto fue formal-
mente reconocida como comunidad indíge-
na77 y emprendió acciones legales para exigir 
derechos sobre más de 80.000 hectáreas 
de terrenos ancestrales.78 El mismo año, un 
equipo creado por el director del Instituto 
Nacional de Recursos Naturales (INRENA) 
recomendó la concesión de estos títulos a 
Saweto, pero manifestó que ni la agencia a 
cargo del Proyecto Especial Titulación de 
Tierras y Catastro Rural (PETT) ni INRENA 
contaban con los recursos financieros necesa-
rios para llevar a cabo el proceso de titu-
lación.79 Una década más tarde, la comunidad 
sigue sin haber recibido título alguno.

LA «MAFIA»  
MADERERA DE UCAYALI 

La tala ilegal acucia la región de Ucayali, segundo productor 
de madera56 y el mayor centro de procesamiento de 
productos forestales en Perú.57 Las concesiones madereras 
en la región cubren 2,5 millones de hectáreas en el bosque 
amazónico.58 En una entrevista de 2012 con Global Witness, 
la Oficina de la Fiscalía Ambiental calculó que el 80-90 por 
ciento de la tala en Ucayali era ilegal.59 De las 151 concesiones 
madereras en Ucayali, el 40 por ciento fueron canceladas por 
el Organismo de Supervisión de los Recursos Forestales y de 
Fauna Silvestre (OSINFOR) entre 2005 y 2012 por infracciones 
de la ley forestal.60

También se han establecido vínculos entre funcionarios 
públicos de Ucayali y la tala ilegal, una situación que amenaza 
con socavar los esfuerzos por abordar el problema y reforzar 
la protección de los defensores ambientales en la región. 
Por ejemplo, una empresa maderera dirigida por el actual 
vicepresidente del gobierno regional de Ucayali, Carlos 
Henderson, ha sido acusada de tala ilegal. Henderson es el 
director general de una empresa maderera llamada Maderera 
Marañón61 que opera en la Amazonia62. En 2013 OSINFOR, 
un organismo de supervisión del gobierno nacional, inició un 
proceso administrativo contra Maderera Marañón alegando 
que declaró 4.491 metros cúbicos de madera talada fuera de 
su zona legal de concesión como si procediera de esta zona.63 
La empresa realizó un recurso de amparo, pero en octubre de 
2014 el Poder Judicial de Ucayali emitió un veredicto a favor 
de OSINFOR, lo que abre el camino para que la compañía sea 
multada y desposeída del derecho de operar en la concesión.64

En un caso aparte, el presidente de la Comisión Auditora de 
Ucayali, Javier Bonilla, acusó a la Dirección Ejecutiva Forestal 
y de Fauna Silvestre de Ucayali (DEFFSU) – la institución 
responsable de emitir licencias madereras – de facilitar la 
tala ilegal mediante la falsificación de firmas en permisos de 
explotación desde 2008 hasta 2011.65 La tala ilegal desen-
frenada también ha tenido lugar en el Parque Nacional Alto 
Purús de Ucayali (el mayor de Perú)66 con madera transporta-
da por aviones fletados por el Ejército, la Policía y la Armada 
de Perú, sospechosos de colusión.67 Más recientemente, en 
2013, el fiscal ambiental de Ucayali, Francisco Berrospi, fue 
sustituido repentinamente, un movimiento que según declaró 
a los medios locales fue debido a la «mafia» maderera, en la 
que supuestamente incluía al director de DEFFSU.68 Berrospi 
mantiene que el director permitió el flujo de la madera 
ilegal.69 En respuesta a Global Witness, el director de DEFFSU 
dijo que las acusaciones de Berrospi eran completamente 
falsas, y que de hecho fue el propio Berrospi quien facilitó el 
flujo de madera ilegal debido al abandono de sus deberes, 
por lo que el director de DEFFSU lo denunció ante la Oficina 
de la Fiscalía y el coordinador de Fiscales Ambientales que 
finalmente desembocó en el despido de Berrospi.

Ucayali no es la única región de Perú que soporta unas 
instituciones débiles o corruptas y grandes vacíos en el estado 
de derecho. Este mismo año, el « procurador anticorrupción» 
de Perú afirmó que las regiones de Loreto, el mayor productor 
de madera del país, y la Amazonia, sufren de «corrupción 
institucionalizada».70

Es fundamental que Perú adopte medidas inmediatas y 
contundentes para abordar la corrupción y la ilegalidad en 
el sector forestal para evitar más daños a los activistas y a 
los bosques que estos tratan de proteger. En la región natal 
de Chota, Ucayali, han de tomarse medidas para llevar a los 
culpables ante la justicia e impedir más ataques a activistas 
por parte de madereros ilegales. El gobierno peruano debería 
investigar a fondo los vínculos entre la tala ilegal y los fun-
cionarios e instituciones que se supone deberían evitarla.
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Vidas perdidas en el sector de la minería de Perú

El sector de la minería en Perú, como el sector 
forestal, sufre de una pésima gobernanza. 
Perú es actualmente el tercer mayor productor 
mundial de cobre y el sexto mayor productor 
de oro,96 y la minería representa el 15 por ciento 
del PIB97 y el 5,4 por ciento de las emisiones to-
tales de gases de efecto invernadero del país.98 
La amplia mayoría de depósitos minerales se 
encuentran cerca de tierras de comunidades 
indígenas,99 lo que provoca grandes conflictos 
por la tierra y el impacto ambiental de los 
proyectos de minería. Estudios recientes han 
mostrado que el sector de la minería del oro, el 
más extendido en la región de la Amazonia,100 

está llevando a un aumento drástico de la de-
forestación y envenenamientos por mercurio, 
afectando a la salud y al sustento de las comu-
nidades indígenas locales.101

Investigaciones de Global Witness de-
muestran que el 80 por ciento de todos los 
asesinatos de activistas ambientales y de la 
tierra en Perú entre 2002 y 2013 se derivaron de 
la oposición local a proyectos extractivos.102 La 
Defensoría del Pueblo de Perú documentó 1935 
conflictos sociales generados por oposición a 
proyectos de minería en el periodo compren-
dido entre 2006 y 2014.103 Episodios como las 

protestas en Bagua en 2009, que desemboca-
ron en las muertes de al menos 32 personas 
entre policías y civiles, han manchado los es-
fuerzos del gobierno por impulsar la inversión 
en minería.104 Es fundamental que Perú 
aborde los agravios subyacentes de defensores 
ambientales y de la tierra que motivan estos 
conflictos en ocasiones mortales. El apartado 
de la ley 30230, dirigido a impulsar la actividad 
del sector extractivo y reducir los requisitos 
ambientales, amenaza con empeorar una situ-
ación ya de por sí crítica.

Arriba: Muchos de los asesinatos de defensores ambientales y de la tierra en  
Perú se derivan de conflictos entre los proyectos mineros y las comunidades. 
© Getty/Lonely Planet

El conflicto existente en torno a la mina de 
Río Blanco en el norte de Perú es indicativo 
del fracaso del país en abordar los serios y 
persistentes problemas de gobernanza en 
su sector minero. Río Blanco se encuentra a 
50 kilómetros de la frontera con Ecuador, en 
los bosques de Huancabamba y Ayabaca. El 
proyecto cuenta con una zona de concesión 
de 6.473 hectáreas,105 y mediante minas a cielo 
abierto pretende extraer 191.000 toneladas 
de cobre al año, lo que la convierte en uno de 
los mayores recursos no explotados de cobre 
del mundo.106 Desde el principio de la fase de 
exploración en 2003, las comunidades locales 
de Segunda y Cajas (en Huancabamba) y 
Yanta (en Ayabaca) se han opuesto al proyecto 
y denunciado que la empresa propietaria del 
proyecto, Minería Majaz, ocupó ilegalmente 
sus tierras.107

Las protestas han sido habituales a lo largo 
de la historia de la mina. En 1994, la compañía 
Cyprus Antacori licitó por la concesión para 
la exploración pero se retiró después de que 
se produjeran grandes actos de protesta por 
parte de las comunidades locales.108 Mon-
terrico Metals109 fundó la compañía Minería 
Majaz en 2001 y obtuvo una concesión de 
exploración para Río Blanco.110 El gobierno 
declaró el proyecto «de interés nacional» en 
2003, a pesar del rechazo unánime de las co-
munidades de Segunda y Cajaz.111 En noviem-
bre del mismo año, el Ministerio de Energía 
y Minas aprobó la evaluación de impacto 
ambiental del proyecto, que desencadenó más 
protestas durante las cuales un miembro de la 
comunidad local, Herrera Racho, murió tras 
ser alcanzado por un bote de gas lacrimógeno 
disparado por la policía.112

Las protestas adicionales por parte de las 
comunidades en julio de 2005 desataron 
acusaciones de que la policía puso capuchas a 
los manifestantes y los golpeó.113 Dos mujeres 
detenidas también denunciaron haber sufrido 
abusos sexuales.114 La policía detuvo a 28 man-
ifestantes115 y otro civil, Melanio García, fall-
eció durante la carga policial.116 Los manifes-
tantes detenidos denunciaron que los abusos 
durante la detención se prolongaron durante 
tres días y que sufrieron lesiones severas.117

En noviembre de 2006, la oficina de la 
Defensoría del Pueblo publicó un informe en 
el que detallaba numerosas ilegalidades en 
el proceso que autorizaba la concesión de ex-
ploración,118 incluida la falta de consulta a las 
comunidades. Las tensiones se reactivaron de 
nuevo en 2009, cuando los intentos por parte 
de la policía de arrestar a sospechosos de 
dañar la mina desencadenaron en la muerte 

El caso de Río Blanco

de dos residentes locales, Cástulo Correa 
Huayama y Vicente Romero Ramírez, de la 
comunidad de Cajas.119 Ese mismo año, ocho 
peruanos emprendieron acciones legales en la 
Corte Suprema inglesa contra Monterrico  
Metals y su filial peruana Rio Blanco Copper. 
Obtuvieron una orden de congelación de 
bienes de la compañía y alcanzaron un 
acuerdo fuera de los tribunales en julio de 
2011 en virtud del cual la compañía pagó una 
compensación pero no admitió responsabi-
lidad alguna.120 A pesar de estos problemas, 
Monterrico Metals ha anunciado que las oper-
aciones comenzarán en 2015121, y han reabier-
to sus oficinas locales en Huanca bamba. Los 
analistas han declarado que esto es una causa 
directa de la aprobación de la ley 30230 que  
reducía las restricciones sobre la minería.122 
El caso de Río Blanco demuestra la constante 
priorización por parte de Perú de las inver-
siones en la industria extractiva por encima 
de los derechos de las comunidades locales.

Arriba: Manifestantes contra la mina de Río Blanco han denunciado malos tratos por 
parte de la policía. La reciente aprobación de la ley 30230 amenaza con aumentar la 
impunidad de los abusos por parte de las fuerzas de seguridad peruanas.  
© Peru Support Group
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CONCLUSIÓN

En los últimos años, el gobierno de Perú ha 
anunciado una serie de compromisos para 
proteger sus bosques tropicales y podría reci-
bir un importante apoyo financiero internac-
ional para impulsar sus esfuerzos, reciente-
mente a través de un acuerdo de 300 millones 
de dólares con Noruega que ilustra que el país 
acepta que tiene una responsabilidad mun-
dial y nacional de proteger sus bosques para 
mitigar el cambio climático. Sin embargo, el 
creciente número de asesinatos de defensores 
ambientales y de la tierra como Edwin Chota 
y sus compañeros plantea serios interrogantes 
sobre el compromiso real del gobierno en 
proteger el medio ambiente y a aquellos que 
luchan por conservarlo.

Los sectores forestales y extractivos de Perú 
están amenazados por los conflictos sociales, 
muchos de ellos con las comunidades in-
dígenas y exacerbados por una gobernanza 

pobre. Las recientes medidas legislativas del 
gobierno, orientadas a reactivar la inversión 
en el sector extractivo, han debilitado sal-
vaguardas ambientales claves y amenazan 
con reavivar los fuegos del descontento aún 
más. Otras leyes que reducen la responsabi-
lidad criminal por actos violentos por parte 
de las fuerzas de seguridad de Perú animarán 
a futuros perpetradores a actuar contra los 
activistas.

En los últimos tres años se ha producido  
en Perú un número sin precedentes de 
asesinatos de defensores ambientales y de la 
tierra.123 Este informe solo ha destacado un 
puñado de este tipo de casos, que son trágicos 
recordatorios de los problemas de gobernanza 
ambiental de Perú y falta de voluntad política. 
Estos asesinatos deberían forzar a Perú a 
adoptar medidas firmes y oportunas mientras 
se prepara para la Convención de las Naciones 

Unidas sobre el Cambio Climático 2014 y  
más allá para abordar las causas subyacentes 
de los asesinatos. Si el país pretende conver-
tirse en un líder mundial contra el cambio 
climático, debería empezar por proteger a los 
defensores ambientales, sus mejores aliados 
para alcanzar este objetivo.

PERÚ DEBE HACER MÁS PARA PROTEGER  
A SUS DEFENSORES AMBIENTALES
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